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Temas: 

         DERECHO AL MÍNIMO VITAL / PAGO DE INCAPACIDADES MÉDICAS / PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA TUTELA / INCAPACIDADES SUPERIORES A 540 DÍAS A CARGO DE EPS / PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL / CONFIRMA / CONCEDE. En aras de resolver el problema jurídico del caso sub judice en el sentido de saber a quién corresponde asumir el reconocimiento y pago de las incapacidades emitidas al señor James Alberto Marín Colorado superiores a 540 días, la Corte Constitucional en la Sentencia T-144 de 2016 estudió un caso similar al presente y en ese proveído aplicó lo señalado en la Ley 1753 de 2015 “Por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018”, toda vez que antes de que se expidiera la misma, no existía una obligación legal de pago de  certificados por incapacidades superiores a 540 días en cabeza de ninguna de las entidades que integran el Sistema de Seguridad Social, dejando al trabajador desprotegido. En tal sentido, la nueva jurisprudencia señaló lo siguiente: 

“(…) Ahora bien, retomando lo referente al déficit de protección legal para asegurados con incapacidades prolongadas por más de 540 días que no tienen derecho a una pensión de invalidez, es necesario resaltar que tal vacío legal fue advertido recientemente por el Congreso de la República, quien a través de la Ley 1753 del 9 de junio de 2015 –Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018–, reguló lo referido al pago de las incapacidades superiores a los 540 días y estableció, en cabeza del Gobierno Nacional, la obligación de regular el procedimiento de revisión periódica de la incapacidad, dando soluciones a los dos puntos de vista analizados en los fundamentos 31 y 32 de esta sentencia.  

(…)

Teniendo presente esta nueva normativa, es claro que en todos los casos futuros; esto es, los suscitados a partir de la vigencia de la Ley –9 de junio de 2015 –, el juez constitucional, las entidades que integran el Sistema de Seguridad Social y los empleadores deberá acatar lo normado. Como se puede observar en la norma transcrita, el Legislador atribuyó la responsabilidad en el pago de las incapacidades superiores a los 540 días a las EPS, quienes podrán perseguir el reconocimiento y pago de las sumas canceladas por dicho concepto, ante la entidad administradora de los recursos del sistema general de seguridad social en salud, según lo prescrito en el artículo 67 de la Ley 1753 de 2015”. 

6.7. En este asunto específico el accionante es una persona que se estuvo incapacitado desde el 14 de abril de 2016 hasta el 19 de abril de 2018, es padre de familia a cargo de la manutención de su hijos menores de edad, de 5 y 15 años y su suegra de 63 años de edad, hechos que no fueron controvertidos por las entidades demandadas, por lo que esta Sala concluye, como lo hizo el juez de primer grado, se debe dar aplicación a lo dispuesto en el precedente jurisprudencial constitucional antes relacionado
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veintiuno (21) de junio de dos mil dieciocho (2018)

Aprobado por Acta No.0519

Hora: 3:10 p.m.

1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por Coomeva EPS, contra del fallo emitido el 8 de mayo de 2018 por el Juzgado 5º Penal del Circuito de Pereira, dentro de la tutela instaurada en contra de la entidad suscrita y COLPENSIONES.

2. RESUMEN DE LOS HECHOS 
2.1. Informó el señor James Alberto Marín Colorado que se encuentra laborando en la empresa T&S Temporales desde el año 2015, que sufrió un accidente de tránsito por lo que fue incapacitado desde el 14 de abril de 2016 hasta el 19 de abril de 2018 que fue reintegrado laboralmente. 

Señaló el actor que Coomeva EPS pagó las primeras incapacidades correspondientes a 180 días y Colpensiones pagó hasta el día 540. A partir del día 541 Coomeva EPS se ha negado a pagarle las incapacidades aduciendo que corresponde al fondo de pensiones o que excepcionalmente lo harán por orden judicial.  

En virtud de lo anterior, se ha visto en la necesidad de adquirir préstamos para solventar las necesidades propias y de su familia, esto desde el día 14 de octubre de 2017. Es padre cabeza de familia tiene dos hijos de 5 y 15 años de edad, está a cargo del sostenimiento de su suegra quien tiene 63 años de edad. 

Solicitó el amparo del derecho al mínimo vital, la vida en condiciones dignas y a la seguridad social, así mismo que se ordene a COOMEVA EPS y a COLPENSIONES realizar el pago de incapacidades adeudadas desde el 14 de octubre de 2017 hasta el 19 de abril de 2018 (Fls. 1-2)
2.2.  Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela (Fls. 3-12)

3. RESPUESTAS A LA DEMANDA

3.1 COOMEVA EPS 
Afirmó que el actor se encuentra afiliado a la entidad suscrita como una dependiente de la empresa T&S TEM SERVICE SAS PEREIRA. 

Consideró que las incapacidades que reclama el accionante no pueden ser resueltas a través de la acción de tutela, al ser una prestación de carácter económico y para lo cual existe un mecanismo alternativo de conflicto, preferente y sumario que se creó con el fin de proteger los derechos fundamentales, y en tal virtud, la acción de tutela no procede.

Indicó que en este caso no se puede dejar de un lado la obligación que le asiste al empleador frente al pago de prestaciones económicas derivadas del sistema general de seguridad social en salud, por lo que consideró que es la empresa aportante T&S TEM SSERVICE S.A.S. PEREIRA a la que se le debe solicitar el pago de la prestación aludida.
Precisó que las incapacidades generadas al accionante son de aproximadamente un año, por lo que no se cumple el requisito del principio de inmediatez ante  la presunta violación a un derecho fundamental reclamado.

Solicitó que se deniegue por improcedente la acción de tutela, en ese sentido se vincule al empleador del actor T&S TEM SERVICE SAS PEREIRA con el fin de que se le ordene los pagos correspondientes y posteriormente este lo solicite de la entidad a la cual representa (Fls. 16-21). 
3.2. T&S TEM SERVICE 
Indicó que desde el inicio de la relación laboral con la accionante cumplido con el pago de los aportes a la seguridad social en salud, riegos laborales y pensiones. Esta circunstancia la demuestra con el certificado de aportes  que ha cumplido totalmente con sus obligaciones en lo relativo al pago de aportes a la seguridad social del actor. 
Consideró que bajo ninguna circunstancia es responsable del pago de incapacidades superiores  a dos días, pues ha cumplido a cabalidad con los aportes a seguridad social del accionante. 

Explicó que de acuerdo con el parágrafo 3 del artículo 5 de la ley 1562 de 2012, le corresponde a las EPS cubrir las prestaciones económicas a partir del 3 día hasta el día 180 de incapacidad. Según el artículo 5 parágrafo 4 de la ley 1562 de 2012 del decreto ley 19 de 2012, le corresponde a la administradora del fondo de pensiones el pago de incapacidades que superan los 180 días. Por otra parte, consideró que cuando las incapacidades superan un término acumulado de 540 días, es la EPS quien tendrá a su cargo el pago de las incapacidades que se le sigan generando al actor hasta que no reciba calificación de la junta de calificación de invalidez que le permita al accionante acceder a su pensión por invalidez de acuerdo con la ley 1753 de 2015, artículo 67.

Indicó que el fondo de pensiones está obligado al pago de incapacidades desde el día 181 hasta el día 540 de acuerdo con el articulo 5 parágrafo 4 de la ley 1562 de 2012 y COOMEVA EPS quien está obligada al pago de las incapacidades desde el día 540 en adelante, conforme al artículo 67 de la ley 1753 de 2015.  Por lo tanto, solicitó que se condene a COOMEVA EPS al pago de las incapacidades que se le otorgaron al actor desde el día 540 en adelante conforme al artículo 67 ley 1753 de 2015 (Fls. 31-33).
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 8 de mayo de 2018 el Juzgado 5º Penal del Circuito de Pereira, Risaralda, resolvió tutelar el derecho al mínimo vital del señor James Alberto Marín Colorado para el pago de incapacidades y en consecuencia, ordenó a COOMEVA EPS que en el término de 48 horas acredite el pago de incapacidades insolutas desde el 14 de octubre de 2017 y posteriores hasta 540 días de incapacidad, sin exigencia adicional e inaplicando disposiciones legales que se opongan a este mandato, en especial no se aceptará como causal de negación la existencia de calificación o  mora y remisión extemporánea. La liquidación de las mismas no podrá ser inferior al salario mínimo legal.

La EPS COOMEVA fue notificada del anterior fallo el 9 de mayo de 2018 a través del correo mediante el correo electrónico de la entidad (Fl.31)

5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación de primera instancia, el 10 de mayo de 2018, la apoderada de COOMEVA EPS S.A consideró que no se puede suponer que la demandada va a negar las incapacidades futuras, lo cual contraría el artículo 83 de la C.N. con respecto la presunción de buena fe. 
Reiteró la improcedencia de la acción de tutela por existencia de otro mecanismo de defensa, además por cuanto considera que no se cumple con el principio de inmediatez y el accionante no acreditó la afectación del mínimo vital.

Solicitó que se revoque el fallo objeto de alzada y en su lugar se declare que COOMEVA EPS no ha vulnerado los derechos fundamentales del actor y que se le ordene a T&S TEM SERVICE SAS a realizar el reconocimiento de la prestaciones económicas solicitadas por el actor (Fls. 40-43).
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto

6.2.1. Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia fue acorde a los preceptos legales y jurisprudenciales o si por el contrario, hay lugar a revocarla de acuerdo a los planteamientos expuestos por la parte impugnante.

6.3. Para arribar a cualquier conclusión, debe señalarse que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción sólo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

6.4. En tal sentido, cabe resaltar pronunciarse respecto a la procedencia excepcional de la acción de tutela para el pago de acreencias laborales, para lo cual se trae a colación la sentencia T-1219 de 2004, dentro de la cual el máximo órgano constitucional expresó:

“La jurisprudencia de esta Corte ha sido reiterativa en el sentido de negar la procedencia de la acción de tutela para reclamar acreencias de carácter laboral, pues le corresponde a la jurisdicción ordinaria, mediante el ejercicio de la acción ordinaria laboral correspondiente, dirimir las controversias relativas a la reclamación de acreencias de orden laboral, tal como se encuentra contemplado en el Código Procesal del Trabajo. No obstante, cuando el no pago de las acreencias laborales vulnera o amenaza los derechos fundamentales como la vida digna, el mínimo vital, la seguridad social, y/o la subsistencia; la tutela procede de manera excepcional, para la reclamación de aquellas prestaciones que constituyan la única fuente de sustento o recursos económicos que permiten sufragar las necesidades básicas, personales y familiares de la persona afectada, toda vez que se está en presencia de un perjuicio irremediable solamente susceptible de ser remediado con una protección inmediata y eficaz, como sucede con el amparo constitucional que se otorga por vía de la acción de tutela.

El no pago de una incapacidad médica constituye, en principio, el desconocimiento de un derecho de índole laboral, pero puede generar, además, la violación de derechos fundamentales cuando ese ingreso es la única fuente de subsistencia para una persona y su familia. No sólo se atenta contra el derecho al trabajo en cuanto se hacen indignas las condiciones del mismo sino que también se puede afectar directamente la salud y en casos extremos poner en peligro la vida, si la persona se siente obligada a interrumpir su licencia por enfermedad y a reiniciar sus labores para suministrar el necesario sustento a los suyos.

El pago de incapacidades laborales sustituye al salario durante el tiempo en que el trabajador permanece retirado de sus labores por enfermedad debidamente certificada, según las disposiciones legales, entonces, no solamente se constituye en una forma de remuneración del trabajo sino en garantía para la salud del trabajador, quien podrá recuperarse satisfactoriamente, como lo exige su dignidad humana, sin tener que preocuparse por reincorporarse de manera anticipada a sus actividades habituales con el objeto de ganar, por días laborados, su sustento y el de su familia”. (Subrayas nuestras)
6.4.1 De lo anterior se puede colegir, que cuando quiera que no se paguen las incapacidades laborales de manera oportuna y completa, se afecta el mínimo vital del trabajador y el de su familia, razón por la cual la acción de tutela es procedente. 

6.4.2. Respecto de las incapacidades laborales originadas en enfermedad no profesional, se tiene que constituyen una prestación propia del Sistema de Seguridad Social que pretende amparar las contingencias surgidas con ocasión de perturbaciones en la salud de los trabajadores dependientes o independientes, circunstancia que resulta coherente con los objetivos que persigue la protección de este derecho.

6.4.3. El artículo 227 del Código Sustantivo del Trabajo, prevé que el trabajador tiene derecho a que el empleador le pague, hasta por 180 días, un auxilio monetario por enfermedad no profesional. De acuerdo con lo anterior, cuando un trabajador padece una enfermedad de origen común y se le empiezan a expedir incapacidades, los primeros 3 días corren por cuenta del empleador; los días comprendidos entre el día 4 y el día 180, le corresponde pagarlos a la EPS. Dentro de esos 180 días a cargo de la EPS, antes del día 150, esta deberá emitir un concepto del servicio de rehabilitación integral del incapacitado, frente al cual pueden darse las siguientes situaciones, a saber:

A. Que el concepto sea favorable. Estando incapacitado, el trabajador puede rehabilitarse.

B. Que el concepto sea desfavorable. En el evento en que no sea posible la rehabilitación.

6.5. Descendiendo al caso en concreto, el señor James Alberto Marín Colorado informó que con ocasión a un accidente de tránsito fue incapacitado desde el 14 de abril de 2016 hasta el 19 de abril de 2018, de los cuales la EPS COOMEVA S.A asumió el pago de los primeros 180 días de incapacidad médica, de igual manera COLPENSIONES pagó hasta el día 540. Las incapacidades superiores a 540 han sido negadas por parte de COOMEVA EPS, sin que a la fecha de presentación de la acción de tutela le hubieran cancelado los siguientes períodos, de los cuales sólo aportó algunos certificados como a continuación se establece (Fls. 4-8). 
	FECHA INICIAL
	FECHA FINAL
	No. INCAPACIDAD
	DÍAS AUTORIZADOS
	DÍAS

ACUMULADOS

	2017-10-14
	2017-11-12
	11188966
	30
	578 (folio 8) 

	2017-11-13
	2017-12-12
	11188979
	30
	608 (folio 7)

	2017-12-13
	2018-01-11
	11188990
	30
	638 (folio 6)

	2018-01-12
	2018-02-10
	11189004
	30
	668 (folio 5)

	2018-02-11
	2018-03-12
	111227081
	30
	698  (folio 4)


6.6.  En aras de resolver el problema jurídico del caso sub judice en el sentido de saber a quién corresponde asumir el reconocimiento y pago de las incapacidades emitidas al señor James Alberto Marín Colorado superiores a 540 días, la Corte Constitucional en la Sentencia T-144 de 201 estudió un caso similar al presente y en ese proveído aplicó lo señalado en la Ley 1753 de 2015 “Por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018”, toda vez que antes de que se expidiera la misma, no existía una obligación legal de pago de  certificados por incapacidades superiores a 540 días en cabeza de ninguna de las entidades que integran el Sistema de Seguridad Social, dejando al trabajador desprotegido. En tal sentido, la nueva jurisprudencia señaló lo siguiente:
 (…) Las eventualidades y responsabilidades en materia de incapacidades que superan los 180 días conducen a una evaluación por parte de las autoridades calificadoras acerca de la pérdida de capacidad laboral. Una vez efectuada la calificación, varios son los resultados posibles: a) No hay pérdida de capacidad laboral relevante para el Sistema General de Seguridad Social, esto es cuando el porcentaje oscila entre 0% y 5%. b) Se presenta una incapacidad permanente parcial, esto es cuando el porcentaje es superior al 5% e inferior al 50%. Y c) cuando el porcentaje es superior al 50%, esto es cuando se genera una condición de invalidez.

(...)

Ahora bien ¿qué sucede con el empleado que, a pesar de tener una incapacidad permanente parcial, sigue con problemas de salud de tal índole que le impiden médicamente ejercer su trabajo? Es decir, ¿qué pasa cuando agotado todo el proceso antes relatado, el trabajador no obtiene un porcentaje superior al 50% de PCL, pero aun así continúa como acreedor de certificados médicos de incapacidad laboral, pasados los referidos 540 días? Estas preguntas se pueden aclarar desde dos puntos de vista: 

1. El primero, que apunta a reevaluar la real capacidad de trabajo del afectado, en especial frente al concepto de invalidez. Lo anterior, pues según amplia jurisprudencia de la Corte Constitucional y de la Corte Suprema de Justicia
, “… la invalidez es un estado que tiene relación directa con el individuo y con la sociedad en la cual se desenvuelve, el criterio de evaluación debe tener patrones científicos que midan hasta qué punto el trabajador queda afectado para desempeñar la labor de acuerdo con las características del mercado laboral”
.

(…)

2. El segundo punto de vista, está relacionado con la desprotección que enfrenta una persona que recibe incapacidades prolongadas más allá de 540 días pues, en principio, no existía una obligación legal de pago de dichos certificados, en cabeza de ninguno de las entidades que integran el Sistema de Seguridad Social, dejando al trabajador desprotegido. Esta situación fue inicialmente descrita por esta Corte mediante sentencia T-468 de 2010
, y por su pertinencia se cita in extensu en esta ocasión:  

“…El trabajador es incapacitado por un término superior a los 540 días.

En esta situación, el trabajador está desprotegido por la falta de regulación legal en la materia, ya que no existe claridad de cuál sería la entidad de protección social que debe asumir el pago del auxilio por  incapacidad, situación que empeora si el empleador logra demostrar ante el Ministerio de Protección social que en virtud de la incapacidad del trabajador no es posible reintegrarlo al cargo que venía desempeñando o a otro similar, operando de esta manera el despido con justa causa contenido  en el artículo 62, numeral 14 del código sustantivo del trabajo. Ello sin perjuicio de lo estipulado en materia pensional.

Se tiene entonces, que en el anterior caso el trabajador quedaría desprovisto del pago de las incapacidades laborales después del día 541 (más no de las prestaciones en salud), por tanto, sin sustento económico para su congrua subsistencia. De igual manera, se vería privado de protección económica en el sistema integral de seguridad social, ante una eventual incapacidad parcial permanente, pues si la misma ha sido de origen común, no tendrá derecho a indemnización, contrario a lo que sucede cuando la incapacidad permanente parcial tiene su origen en una enfermedad de origen profesional o en un accidente laboral.

De esta manera quedan plenamente identificadas dos situaciones en las que el Sistema de Seguridad Social Integral contemplado en la Ley 100 de 1993, dejó desamparado al trabajador que sufre una incapacidad prolongada o una incapacidad parcial permanente de origen común; esto configura un déficit de protección legal frente a los principios constitucionales (integralidad especialmente) que deben regir la seguridad social en nuestro Estado Social de Derecho.”

Al resolver el caso concreto, la Corte en esa ocasión indicó que ni la EPS ni la AFP habían vulnerado los derechos fundamentales del entonces accionante, bajo la siguiente argumentación: 

“A partir de la línea discursiva que se planteó en la parte dogmática de esta providencia, se estableció con meridiana claridad que en Colombia no hay una norma legal que estipule la obligación de reconocer el pago de las incapacidades por origen común que superen los 540 días. Desde este punto de vista se puede considerar que a la señora Torres Sánchez no se le ha vulnerado derecho alguno por parte del Sistema Integral de Seguridad social, ya que se le han reconocido más de los días estipulados en las normas pertinentes…

(…) No obstante, le asisten a la tutelante otros derechos derivados de la relación laboral vigente, a saber: que se le sigan haciendo los aportes a la seguridad social por parte del patrono y la posibilidad de reintegro una vez alcance su rehabilitación. De igual manera, le asiste la posibilidad de que sea nuevamente valorada para establecer la pérdida real de la capacidad laboral. 

Desde esta perspectiva la Sala de Revisión considera  que en este caso no hay vulneración de los derechos fundamentales invocados al constatarse que tanto la EPS Coomeva, como la Administradora de Fondos de Pensiones ING S.A., pagaron las incapacidades respectivas. De igual forma se aprecia que la Empresa Casa Limpia S.A., no ha incurrido en ninguna conducta que merezca reparo por parte de esta Corporación, al contrario, ha asumido el pago de las prestaciones sociales a favor de la demandante tal como lo establece el principio de solidaridad que rige nuestro sistema actual de seguridad social integral.”

Con posterioridad a esa sentencia la Corte emitió la T-684 de 2010
, en la cual si bien se hicieron algunas consideraciones en torno al déficit de protección de los asegurados con incapacidades prolongadas por más de 540 días, se decidió negar por improcedente la acción de tutela debido a que el caso concreto había sido resuelto por una sentencia anterior
.

Aproximadamente tres años más tarde, la Corte profirió el fallo T-876 de 2013
, en el cual reiteró el referido déficit de protección legal, en un caso en el cual analizó una pretensión que perseguía el pago de incapacidades superiores a los 540 días. Allí se indicó que “… la Sala de Revisión considera que en el sub examine no se configura la vulneración de los derechos fundamentales invocados, dado que  tanto Saludcoop E.P.S., como la Administradora de Fondos de Pensiones Porvenir S.A., pagaron las incapacidades respectivas”. En consecuencia, negó parcialmente el amparo y ordenó una nueva calificación al entonces accionante. 

(…) Ahora bien, retomando lo referente al déficit de protección legal para asegurados con incapacidades prolongadas por más de 540 días que no tienen derecho a una pensión de invalidez, es necesario resaltar que tal vacío legal fue advertido recientemente por el Congreso de la República, quien a través de la Ley 1753 del 9 de junio de 2015 –Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018–, reguló lo referido al pago de las incapacidades superiores a los 540 días y estableció, en cabeza del Gobierno Nacional, la obligación de regular el procedimiento de revisión periódica de la incapacidad, dando soluciones a los dos puntos de vista analizados en los fundamentos 31 y 32 de esta sentencia.  

En efecto, el artículo 67 de la referida Ley 1753 de 2015, indicó: 

“ARTÍCULO 67. RECURSOS QUE ADMINISTRARÁ LA ENTIDAD ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD. La Entidad administrará los siguientes recursos:

(…)  Estos recursos se destinarán a:

a) El reconocimiento y pago a las Entidades Promotoras de Salud por el aseguramiento y demás prestaciones que se reconocen a los afiliados al Sistema General de Seguridad Social en Salud, incluido el pago de incapacidades por enfermedad de origen común que superen los quinientos cuarenta (540) días continuos. El Gobierno Nacional reglamentará, entre otras cosas, el procedimiento de revisión periódica de la incapacidad por parte de las EPS, el momento de calificación definitiva, y las situaciones de abuso del derecho que generen la suspensión del pago de esas incapacidades.”

Teniendo presente esta nueva normativa, es claro que en todos los casos futuros; esto es, los suscitados a partir de la vigencia de la Ley –9 de junio de 2015
–, el juez constitucional, las entidades que integran el Sistema de Seguridad Social y los empleadores deberá acatar lo normado. Como se puede observar en la norma transcrita, el Legislador atribuyó la responsabilidad en el pago de las incapacidades superiores a los 540 días a las EPS, quienes podrán perseguir el reconocimiento y pago de las sumas canceladas por dicho concepto, ante la entidad administradora de los recursos del sistema general de seguridad social en salud, según lo prescrito en el artículo 67 de la Ley 1753 de 2015”.    (Subrayas nuestras).

6.7. En este asunto específico el accionante es una persona que se estuvo incapacitado desde el 14 de abril de 2016 hasta el 19 de abril de 2018, es padre de familia a cargo de la manutención de su hijos menores de edad, de 5 y 15 años y su suegra de 63 años de edad, hechos que no fueron controvertidos por las entidades demandadas, por lo que esta Sala concluye, como lo hizo el juez de primer grado, se debe dar aplicación a lo dispuesto en el precedente jurisprudencial constitucional antes relacionado con el fin de salvaguardar sus derechos fundamentales e igualmente, conforme a lo consagrado en el artículo 67 de la Ley 1753 de junio 9 de 2015 que indica que las incapacidades que se dicten con posterioridad al término de los 540 días continuos deberán ser sufragadas por la EPS a la cual se encuentre afiliado el tutelante, debiendo entonces, la  EPS COOMEVA S.A reconocer y pagar el subsidio de las siguientes incapacidades superiores a 540 y que fueron relacionadas en este proveído. 
Consecuente con lo discurrido,  este Tribunal confirmará el fallo proferido el 8 de mayo de 2018 por el Juzgado 5º Penal del Circuito de Pereira, Risaralda.
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de proferida el 8 de mayo de 2018 por el Juzgado 5º Penal del Circuito de Pereira, dentro de la acción de tutela instaurada por el señor James Alberto Marín Colorado en contra de la EPS COOMEVA y otros. 

SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Según la Sentencia T-561 de julio 7 de 2010, M. P. Nilson Pinilla Pinilla “una persona es inválida cuando no puede seguir ofreciendo su fuerza laboral, por la disminución sustancial de sus capacidades físicas e intelectuales para desarrollar una actividad laboralmente remunerada”. Así mismo, sobre concepto de invalidez ver T-377 de 2012, M. P. Nilson Pinilla Pinilla. 


Según la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia advirtió que una persona es declarada inválida “desde el día en que le sea imposible procurarse los medios económicos de subsistencia”. Casación de 17 de agosto de 1954, citada en Constaín, Miguel Antonio. Jurisprudencia del Trabajo volumen II, edit. Temis, Bogotá, 1967, pág. 725. 


� Sala de Casación Laboral, rad. 17187 de noviembre 27 de 2001, M. P. Germán Valdés Sánchez.


� M. P. Jorge Iván Palacio Palacio. 


� M. P. Nilson Pinilla Pinilla	


� La parte resolutiva de esa sentencia es: “Primero.- CONFIRMAR el fallo dictado por el Juzgado 12° Penal del Circuito de Cali en marzo 26 de 2010, que confirmó el proferido por el Juzgado 5° Penal Municipal con Funciones de Conocimiento de Cali en febrero 18 de 2010, que negó por improcedente el amparo de los derechos fundamentales reclamados por el señor Diego Fernando Borrero Mejía.”


� M. P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo


� L. 1753/2015. ARTÍCULO 267. VIGENCIAS Y DEROGATORIAS. La presente ley rige a partir de su publicación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias. 


La ley fue publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.
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